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EVENTOS INTERNACIONALES 



NOVENA CONFERENCIA DE LOS ESTADOS DEAMERICA 
MIEMBROS DE LA ORGANIZACION INTERNACIONAL 

DEL TRABAJO 

RESOLUCIONES 

Resolución sobre la ejecución del Plan de Ottawa 
de desarrollo de los recursos humanos 

La novena Conferencia de los Estados de América Miembros de 
la Organización Internacional del Trabajo, reunida en Caracas del 13 
al 23 de abril de 1970; 

Después de examinar la aplicación del Plan de Ottawa de desarro-
llo de los recursos humanos; 

Considerando que, desde que ese Plan fue adoptado en septiem-
bre de 1966, los datos disponibles sugieren que la situación general 
del empleo en América Latina y el Caribe se ha deteriorado y puede 
empeorar en el futuro; 

Preocupada por el aumento en la fuerza de trabajo total provoca-
do por el rápido crecimiento de población en algunos países de la 
región y la insuficiencia de las oportunidades de empleo; 

Consciente de que las migraciones desorganizadas pueden contri-
buir a que sea más compleja y difícil la absorción de mano de obra 
en el mercado del empleo; 

Convencida de que estas circunstancias crean la amenaza de que 
una creciente proporción de trabajadores no esté en condiciones de 
lograr empleos productivos que les garanticen niveles de vida satis-
factorios y contribuyan al esfuerzo general de desarrollo económico 
y social; 

Comprobando que existe en cada nación una mayor conciencia 
de la urgencia que tiene encontrar soluciones para los problemas que 
plantean el desempleo y el subempleo y que se han establecido y fun- 
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cionan en algunos países diversas instituciones encargadas de definir 
y hacer aplicar una politica activa del empleo; 

Considerando que es necesario intensificar y acelerar estos es-
fuerzos con creciente respaldo por parte de las organizaciones inter-
nacionales y el pleno apoyo y participación de las organizaciones de 
empleadores y de trabajadores de cada país; 

Reiterando que se necesita aplicar con urgencia y decisión los 
principios y medios de acción enunciados en el Convenio y la Reco-
mendación sobre politica del empleo, 1964, y las sugerencias relativas 
a los métodos de aplicación que figuran en el anexo de la Recomen-
(ladón; 

Persuadida de que la realización del Programa Mundial del Em-
pleo lanzado por la Organización Internacional del Trabajo con oca-
sión de la 53a. reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo 
requiere una vasta movilización de esfuerzos para su firme y decisi-
va prosecución en la región americana. 

Con pleno convencimiento del primordial papel que incumbe a ca-
da gobierno en la reducción del desempleo y del subempleo y de la 
necesidad de que los gobiernos promuevan todas las medidas que exi-
jan las circunstancias y busquen soluciones integrales apropiadas de 
concierto con otros países; 

Segura de que para alcanzar altos niveles de empleo productivo 
es imprescindible que los países de la región cuenten con la máxima 
colaboración de la Organización Internacional del Trabajo y el apoyo 
de las demás organizaciones internacionales y regionales que prestan 
cooperación técnica o asistencia financiera y con competencia respec-
to de todos los aspectos del desarrollo económico y social; 

Deseosa de estimular la acción de los gobiernos, de las organiza-
ciones de empleadores y de trabajadores y de las organizaciones in-
ternacionales por vías que permitan acelerar el ritmo de todas las ac-
tividades que tengan por finalidad la consecución del objetivo funda-
mental del pleno empleo, productivo y libremente elegido, previsto en 
el Convenio y la Recomendación sobre política del empleo, 1964; 

Adopta la siguiente resolución: 

1. El Programa regional del empleo para América Latina y el 
Caribe, previsto para dar cumplimiento a las resoluciones sobre re-
cursos humanos adoptadas por la octava Conferencia de los Estados 
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de América Miembros de la Organización Internacional del Trabajo, 
es la más vasta iniciativa lanzada hasta ahora para resolver los pro-
blemas de desempleo y subempleo que se plantean en muchos países 
de la región. Está destinado a promover un fuerte aumento en el nú-
mero y variedad de las fuentes de trabajo productivo a disposición 
del creciente número de hombres y mujeres en edad de trabajar que 
deben encontrar empleos apropiados, adquirir las destrezas y espe-
cializaciones que reclama el esfuerzo de desarrollo nacional y ase-
gurar para ellos y sus familias niveles de vida en consonancia con sus 
aspiraciones de progreso. 

2. Para el éxito del Programa es preciso que haya en cada país 
un plan nacional de desarrollo que dé alta prelación a las políticas 
y programas del empleo. Estos planes requieren una definición cui-
dadosa de las políticas de empleo de cada país y un urgente y 
sistemático esfuerzos para aplicar dichas políticas por todos los con-
ductos apropiados. La acción nacional es el elemento primordial del 
Programa regional del empleo en su conjunto y es la única base para 
que se proporcione cooperación técnica y financiera internacional y 
para asegurar la máxima concentración y coordinación de esfuerzos 
y recursos con ese fin. 

3. A este respecto, la Conferencia señala a la atención de todos 
los gobiernos la importancia del principio sentado en el Convenio so-
bre política del empleo, 1964, de que debe consultarse sobre todo a 
los representantes de los empleadores y de los trabajadores con el 
objeto de tener plenamente en cuenta sus experiencias y opiniones y, 
además, de lograr su plena cooperación en la labor de formular la ci-
tada política y obtener el apoyo necesario para su ejecución. 

4. La Conferencia desea hacer hincapié en la urgencia de que se 
prosigan o desarrollen, por todos los medios apropiados, los esfuer-
zos destinados a: 

a) formular objetivos cuantitativos de creación de empleos en 
los diversos sectores económicos, que tomen debidamente en 
cuenta la necesidad de conseguir un mejor equilibrio entre el 
aumento de las posibilidades de empleo y la expansión de 
la mano de obra, especialmente cuando dicha expansión resul-
ta del rápido crecimiento de la población; 

b) promover la producción de más bienes y servicios mediante 
la aplicación de técnicas que exijan más mano de obra; 
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c) la utilización más completa de la capacidad industrial exis-
tente; 

d) la promoción de amplios programas de desarrollo rural que 
contribuyan, por medio de una combinación de medidas de 
orden estructural y técnico, al establecimiento de fuentes de 
trabajo productivo suficientes, y la coordinación de estos pro-
gramas y medidas con los programas de reforma agraria y 
con otros programas con miras a crear o modernizar infra-
estructuras, desarrollar cooperativas, industrias artesanales y 
pequeñas industrias y, de manera general impulsar la crecien-
te diversificación de la economía rural y el mejoramiento de 
los niveles de vida en ese sector, y 

e) la promoción y realización de programas de formación y ca-
pacitación profesional adaptados a los requerimientos de ca-
da país. 

5. No menos importantes para el futuro desenvolvimiento de la 
acción nacional serán la creación y perfeccionamiento de los servicios 
encargados de definir y aplicar una política activa del empleo y el es-
tablecimiento de mecanismos de coordinación apropiados entre to-
dos los departamentos de las administraciones públicas nacionales a 
los que competen responsabilidades en las diversas esferas relaciona-
das con la formulación y aplicación de la política del empleo. 

6. Con objeto de lograr mayor eficacia en la acción nacional, 
también es preciso realizar investigaciones y estudios coordinados so-
bre los problemas del empleo y sobre sus causas. Convendrá, pues, 
fomentar la acción que en este campo realizan tanto los servicios gu-
bernamentales como las universidades, los centros de investigación 
y las organizaciones de empleadores y de trabajadores. 

7. La formación y perfeccionamiento de especialistas nacionales 
en planificación de recursos humanos merece creciente atención por 
parte de todas las instituciones nacionales e internacionales compe-
tentes. 

8. Con objeto de asegurar una mejor coordinación de la infor-
mación relativa a la acción nacional, la Conferencia toma nota de que 
se ha previsto la designación, dentro de cada país, de personas o ins-
tituciones que tengan la responsabilidad primordial de colaborar con 
el personal internacional que interviene en diversos aspectos del Pro-
grama regional del empleo en América Latina y el Caribe. La Conf e- 
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rencia considera muy oportuna esta iniciativa que, a su juicio, tam-
bién debiera contribuir a que la opinión pública conozca los antece-
dentes, realizaciones y problemas relacionados con el Programa. 

9. La Conferencia recomienda que, donde todavía no existan me-
canismos apropiados con este fin, se establezcan con este propósito 
comisiones nacionales en pro del Programa regional del empleo, en 
las que participen representantes de las organizaciones de empleado-
res y de trabajadores. Dichas comisiones debieran formar parte de 
los mecanismos previstos en cada país para garantizar un mayor gra-
do de colaboración de estas organizaciones en la elaboración y eje-
cución de toda política de desarrollo y utilización de los recursos hu-
manos. 

10. A juicio de la Conferencia, la acción nacional debe inspirar-
se en los principios, objetivos y medidas propuestas en el Convenio 
y en la Recomendación sobre política del empleo, 1964. A este respec-
to, la Conferencia ruega encarecidamente a los gobiernos de los Es-
tados Miembros que colaboren en la mayor medida posible en la rea-
lización de la encuesta a cargo del equipo regional del empleo acerca 
de la política de cada país en aplicación de la Recomendación sobre 
política del empleo, 1964. 

11. La Conferencia invita al Consejo de Administración de la Ofi-
cina Internacional del Trabajo a que considere el establecimiento, co-
mo lo recomendó la octava Conferencia de los Estados de América 
Miembros de la OIT y lo reiteró la Comisión Consultiva Interameri-
cana en su segunda reunión, de una comisión técnica, u otro orga-
nismo apropiado, que aconseje al equipo regional del empleo en la 
ejecución del Programa regional del empleo y en la que participen 
especialistas nacionales y expertos internacionales que estén en estre-
cho contacto con los programas nacionales, así como representantes 
de los empleadores y de los trabajadores. 

12. En cuanto a la ayuda que puede prestar la OIT a los gobier-
nos de los Estados Miembros, la Conferencia recomienda al Conse-
jo de Administración de la Oficina Internacional del Trabajo que: 

a) estimule la adopción por los Estados Miembros de planes y 
programas destinados a aumentar en el máximo grado po-
sible los niveles de empleo productivo, contribuya al desarro-
llo y rápida ejecución de dichos planes y programas y ayude 
a capacitar al personal requerido para ejecutarlos y a deter- 
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minar las necesidades de cada país en materia de coopera-
ción internacional técnica y financiera; 

b) continúe desarrollando y reforzando los diferentes medios de 
acción a que pueda recurrir para colaborar con los gobiernos 
en la realización del Programa regional del empleo y, en es-
pecial, promueva las actividades de interés directo para los 
gobiernos de su equipo regional del empleo, los nuevos pla-
nes y proyectos piloto nacionales, procurando dar la mayor 
coherencia y eficacia posibles a su acción; 

c) prosiga el esfuerzo de coordinación y reorientación de los pro-
gramas de cooperación técnica emprendidos actualmente por 
la Oficina Internacional del Trabajo, y 

d) trate de acelerar, de acuerdo con los gobiernos interesados, 
la coordinación de los distintos programas de cooperación 
técnica de la OIT o de otras organizaciones internacionales 
o regionales en las esferas vinculadas con la planificación, 
utilización y valorización de los recursos humanos. 

13. Por otra parte, la Conferencia recomienda que el equipo re-
gional de expertos del empleo, de Santiago, siga concentrando su ac-
tividad en: 

a) el estudio y análisis de los programas del empleo en la re-
gión, a fin de desarrollar los conocimientos requeridos para 
aplicar programas y medidas prácticas que permitan aumen-
tar el empleo; 

b) el estudio sistemático de las experiencias hechas en cada país 
para idear nuevos métodos de planificación de los recursos 
humanos y fomentar el empleo productivo con nuevas me-
didas; 

c) la realización, en consulta con las autoridades competentes y 
las organizaciones de empleadores y de trabajadores, de mi-
siones de estudio y asesoramiento que tomen en cuenta las 
necesidades nacionales, y 

d) la formación y perfeccionamiento del personal nacional en-
cargado de definir y ejecutar las políticas del empleo, median-
te cursos, seminarios y otras actividades apropiadas. 

14. Al formular esta recomendación, la Conferencia recuerda que 
el equipo regional del empleo está constituido por funcionarios de la 
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Oficina Internacional del Trabajo y otros funcionarios destacados por 
diversas instituciones internacionales y regionales, especializados en 
los diferentes campos y disciplinas relacionadas con el empleo. 

15. Considera conveniente la Conferencia que el equipo regional 
del empleo realice actividades de investigación y estudio que pueda 
aprovechar de manera directa en sus funciones de asesoramiento y 
formación. 

16. En cuanto concierne a la formación de personal nacional, 
el equipo regional del empleo debería reforzar su colaboración con 
las instituciones existentes en la región y organizar nuevos cursos, 
seminarios y otras actividades en ámbitos subregionales, concentrán-
dolos más que hasta ahora en aspectos técnicos específicos de la pla-
nificación de los recursos humanos. 

17. La Conferencia recomienda que en cada proyecto piloto na-
cional que se realice en lo futuro se mantenga una amplia base in-
terdisciplinaria y se procure la participación, con el impulso de una 
autoridad central nacional de .todos los organismos interesados de 
cada país, así como de las diversas organizaciones internacionales y re-
gionales especializadas en diversos campos del desarrollo económico 
y social y de la planificación de los recursos humanos. 

18. En relación con futuros proyectos piloto nacionales el equi-
po regional del empleo debiera ayudar a las autoridades nacionales 
a efectuar los estudios previos a las labores de la misión de expertos 
internacionales; participar en las labores propiamente dichas; asistir 
posteriormente en la formulación de los proyectos de cooperación téc-
nica que surjan de las recomendaciones de cada misión de este géne-
ro, y dar a conocer informaciones acerca de los programas nacionales 
y sus resultados, con objeto de que otros países puedan beneficiarse 
de la experiencia adquirida. 

19. La Conferencia observó con satisfacción el interés que ha sus-
citado el Programa Mundial del Empleo en otras organizaciones in-
ternacionales y regionales, el apoyo que estas organizaciones están 
prestando a ese Programa y la contribución de varias de estas orga-
nizaciones a la realización del Programa regional del empleo para 
América Latina y el Caribe, especialmente mediante su participación 
en el equipo regional del empleo y en el proyecto piloto nacional de 
Colombia. 

20. La Conferencia estima que una reorientación de los progra-
mas de cooperación técnica da la OIT con el propósito de dar mayor 
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apoyo a la acción nacional en el campo de los recursos humanos pue-
de paliar en parte las dificultades de financiación de la asistencia téc-
nica observadas hasta ahora, pero señala a la atención del Consejo 
de Administración de la Oficina Internacional del Trabajo que será 
indispensable ampliar por todos los medios adecuados los recursos 
disponibles y prever un plan de financiación para el Programa regional 
del empleo. 

21. Habida cuenta de las múltiples disciplinas y especializaciones 
que exige una planificación sistemática del empleo, así como de la ne-
cesidad de movilizar a esos efectos toda la cooperación técnica y fi-
nanciera que puedan prestar las organizaciones internacionales y re-
gionales, la Conferencia: 

a) pone de relieve la importancia que atribuye a la incesante 
cooperación de la FAO, la UNESCO, la Comisión Económica 
para América Latina, el Instituto Latinoamericano de Plani-
ficación Económica y Social, el Banco Interamericano de Des-
arrollo y la Organización de los Estados Americanos en las 
actividades del equipo regional del empleo, y expresa su es-
peranza de que se unan a ellas otras instituciones que pue-
dan contribuir a esas tareas; 

b) afirma que en los programas de cooperación técnica relati-
vos a la promoción del empleo, y especialmente en los pro-
yectos piloto nacionales, deberá lograrse la colaboración de 
las organizaciones internacionales y regionales competentes en 
los diversos campos relacionados con la formulación y aplica-
ción de la política del empleo; y 

c) recomienda que las solicitudes de cooperación técnica de los 
gobiernos relacionadas con la ejecución del Programa regio-
nal del empleo sean consideradas y cursadas con la mayor 
rapidez posible por los organismos internacionales competen-
tes, a fin de permitir que los gobiernos inicien sus programas 
de empleo con la más grande celeridad y eficacia posibles. 

Resolución sobre la participación social en el desarrollo 

La novena Conferencia de los Estados de América Miembros de-
la Organización Internacional del Trabajo, reunida en Caracas, del 
13 al 23 de abril de 1970. 

Convencida de que el buen éxito de los planes, programas y po- 
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líticas tendientes al desarrollo económico y social depende de la par-
ticipación efectiva y voluntaria de toda la población y por tanto de 
la acción que adopten los gobiernos para hacer posible esa partici-
pación; 

Considerando que las organizaciones de empleadores y de traba-
jadores pueden y deben desempeñar un papel principal como instru-
mentos de tal participación, al par de otras instituciones sociales; 

Persuadida de la urgencia que existe para que esta participación 
se materialice a través de organismos plenamente representativos y 
eficaces que actúe en las diversas etapas del progreso de desarrollo; 

Considerando que la plena observancia del derecho de libertad de 
asociación de las organizaciones de empleadores y de trabajadores es 
condición indispensable para su participación efectiva en el proceso 
de desarrollo económico y social; 

Considerando que existe preocupación por el hecho de que los 
principios y normas de la OIT en materia de libertad sindical aún no 
han alcanzado pleno respeto y observancia en todos los ámbitos de 
la región; 

Recordando que la Declaración de Filadelfia reconoce la obliga-
ción solemne de la Organización Internacional del Trabajo de fomen-
tar, entre todas las naciones del mundo, programas que permitan la 
colaboración de trabajadores y de empleadores en la preparación y 
aplicación de medidas sociales y económicas; 

Teniendo en cuenta las disposiciones de distintos convenios, reco-
mendaciones y resoluciones adoptados por la OIT que mantienen el 
principio así establecido; 

Habida cuenta asimismo de las conclusiones pertinentes adopta-
das por la segunda reunión de la Comisión Consultiva Interamericana 
de la OIT, celebrada en San Salvador, en enero de 1969: 

Recomienda a todos los gobiernos de la región: 

a) que, de acuerdo con las condiciones nacionales, adopten me-
didas eficaces destinadas a permitir a las organizaciones de 
empleadores y de trabajadores participar en todos los nive-
les de la elaboración, la ejecución y el control de planes pro- 
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gramas y políticas de desarrollo económico y social, inclui-
dos los niveles relativos a la integración económica multina-
cional; 

b) que garanticen la participación de las organizaciones de em-
pleadores y de trabajadores en los organismos encargados del 
desarrollo, mediante portavoces auténticos en condiciones y 
número que aseguren una representación efectiva y en pie 
de igualdad; 

c) que mantengan plenamente informadas a las organizaciones 
de empleadores y de trabajadores acerca de los planes, pro-
gramas y políticas de desarrollo económico y social; 

d) que pongan al alcance de esas organizaciones los medios de 
formación y otros que les permitan cumplir las responsabili-
dades que tienen para ayudar a promover el desarrollo; 

e) que faciliten la colaboración de las organizaciones de emplea-
dores y de trabajadores con las administraciones nacionales 
del trabajo, a fin de que éstas puedan acrecentar la contri-
bución que deben prestar en el marco del proceso de des-
arrollo; 

f) que garanticen la representación de las organizaciones de em-
pleadores y de trabajadores, con arreglo a las condiciones pre-
vistas en el inciso b), en los organismos consultivos o de ad-
ministración responsables para cuestiones tales como la le-
gislación laboral y la seguridad social, los recursos humanos, 
la política de salarios y la formación profesional; 

g) que adopten medidas apropiadas para dar lugar a la parti-
cipación adecuada, en el desarrollo económico y social, de 
instituciones tales como cooperativas, organizaciones rurales, 
organismos encargados de actividades locales y comunales, 
asociaciones femeninas, asociaciones juveniles; 

h) que fomenten y faciliten la formación adecuada de los repre-
sentantes de las instituciones sociales, cuya participación en 
el proceso de desarrollo no se asegure a través de las organi-
zaciones de empleadores y de trabajadores, a fin de que pue-
dan cumplir las responsabilidades que tengan para ayudar a 
promover el desarrollo. A este efecto, que busquen la colabo-
ración de las universidades, institutos y organismos docentes 
de investigación y formación, y 
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i) que concedan especial atención a la integración de las po-
blaciones indígenas en la colectividad nacional, así como a los 
problemas de otros sectores marginales de la población, tanto 
rurales como urbanos, a fin de incorporarlos al esfuerzo na-
cional en pro del desarrollo. 

II 

Reafirma su pleno apoyo al principio de libertad de asocia- 
ción para todos los trabajadores y los empleadores y: 

a) señala la urgencia de que los gobiernos de la región incremen-
ten los esfuerzos tendientes a asegurar la plena observancia 
del principio de libertad sindical, tanto en la ley como en la 
práctica, y garanticen la libre creación y funcionamiento de 
organizaciones ampliamente representativas de empleadores 
y de trabajadores —tanto en el medio urbano como en el sec-
tor rural— como condiciones necesarias para una participa-
ción social efectiva; 

b) exhorta a todos los gobiernos de la región, que aún no lo ha-
yan hecho, a que ratifiquen sin demora el Convenio sobre la 
libertad sindical y la protección del derecho de sindicación, 
1948 (Núm. 87), y el Convenio sobre el derecho de sindica-
ción y de negociación colectiva, 1949 (Núm. 98), y 

c) recomienda que el recurso al Comité de Libertad Sindical del 
Consejo de Administración de la OIT, así como los otros pro-
cedimientos que el Consejo tiene a su disposición, se utilicen 
de manera plena y efectiva con el objeto de garantizar el com-
pleto respecto del derecho de libertad sindical. 

Resolución sobre la acción de la OIT en materia de 
participación social en el desarrollo 

La novena Conferencia de los Estados de América Miembros de 
la Organización Internacional del Trabajo, reunida en Caracas, del 
13 al 23 de abril de 1970. 

Después de adoptar una resolución sobre la participación social 
en el desarrollo; 

Considerando que cabe a la Organización Internacional del Tra-
bajo desempeñar un importante papel en la materia; 

Invita al Consejo de Administración de la Oficina Internacional 
del Trabajo a que solicite del Director General: 
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a) que se esfuerce por obtener la cooperación de otras organi-
zaciones internacionales y regionales a fin de coordinar es-
fuerzos tocantes a la acción internacional en favor de la par-
ticipación social, en el contexto del Segundo Decenio de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo; 

b) que examine la posibilidad de prestar asistencia técnica apro-
piada a los gobiernos con vistas al establecimiento y conso-
lidación del cuadro jurídico e institucional de la participación 
social; 

c) que tome disposiciones tendientes a estimular el intercambio 
de informaciones y experiencias entre los países, así como 
entre las organizaciones de empleadores y de trabajadores de 
la región, en materia de participación en el desarrollo eco-
nómico y social; 

d) que refuerce las actividades de la OIT en materia de educa-
ción obrera, otorgando especial atención a la formación de 
los dirigentes y representantes sindicales para el mejor des-
empeño de sus responsabilidades en los organismos de par-
ticipación; 

e) que refuerce las actividades de la OIT en materia de forma-
ción de cuadros dirigentes, otorgando especial atención, en 
cooperación con las organizaciones de empleadores, a la or-
ganización de programas de formación para sus miembros, 
en relación con su participación en el desarrollo y con los 
aspectos sociales del mismo; 

f) que examine, en consulta con los gobiernos de la región y con 
la Organización de los Estados Americanos, los medios apro-
piados para continuar y ampliar, en la medida necesaria, la 
útil labor que viene cumpliendo el Centro Interamericano de 
Administración del Trabajo que la OIT ha establecido en 
Lima, y 

g) que estudie la posibilidad de establecer programas de forma-
ción para las organizaciones rurales y otras instituciones del 
sector agrario, similares a los organizados para trabajadores 
del sector industrial, a fin de permitirles el cumplimiento de 

sus responsabilidades en el marco de la participación en el 
desarrollo. 
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Resolución sobre la remuneración 

La novena Conferencia de los Estados de América Miembros de 
la Organización Internacional del Trabajo, reunida en Caracas del 13 
al 23 de abril de 1970, 

Considerando que el desarrollo económico debe ir acompañado 
del progreso social y, en particular, de niveles adecuados de remune-
ración para todos los trabajadores; 

Considerando la conveniencia de que los gobiernos adopten y apli-
quen una política en materia de salarios que garantice un nivel digno 
de vida para todos los trabajadores y que contribuya al mismo tiem-
po al desarrollo económico y social; 

Considerando que hay una desigualdad de salarios y prestaciones 
sociales de los trabajadores de los países americanos, que contribuye 
a la inestabilidad económica y debería ser objeto de estudio por su 
influencia en el desarrollo económico integral: 

1. Exhorta a todos los países de las Américas a que, en el marco 
de sus políticas generales de desarrollo económico y social, adopten 
una politica de salarios aplicable a todos los trabajadores sin discri-
minación. 

2. Recalca la necesidad de que, al establecer y aplicar tales po-
líticas de salarios, se observen y apliquen plenamente los principios 
siguientes: 

a) libertad sindical y utilización de la negocaición colectiva; 

b) integración de la política de salarios en una política más am-
plia que cubra todos los tipos de ingresos; 

e) participación de las organizaciones de empleadores y de tra-
bajadores, a través de organismos tripartitos, en todas las 
etapas del examen, formulación y aplicación de esas políti-
cas, y 

d) salario igual por un trabajo de igual valor. 

3. Recomienda que la política de salarios debería tratar de pro-
mover, o por lo menos de no contrariar: 

a) el rápido crecimiento económico, lo cual supone que: 

i) Los niveles de salarios deberían ser suficientemente al-
tos para que los trabajadores reciban remuneraciones 
que les permitan satisfacer sus necesidades básicas y las 
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de sus familias, y alcanzar niveles adecuados de pro-
ductividad; 

ii) el nivel general de los salarios debería en todo momento 
establecerse de modo que el país pueda ahorrar e inver-
tir una proporción de su renta nacional que contribuya 
al logro de sus objetivos de progreso económico y des-
arrollo social, y 

iii) deberían examinarse atentamente los efectos que puedan 
tener las decisiones relativas a salarios sobre las pers-
pectivas del comercio de exportación; 

b) La rápida expansión de las oportunidades de empleo. 

c ) La equidad en la distribución de los ingresos, lo cual supone: 

i) Equidad entre los ingresos salariales y otros grupos de 
ingresos, lo cual requiere medidas que trascienden la es-
fera de la política de salarios; la mayor equidad entre 
ingresos salariales e ingresos de los trabajadores del cam-
po se ha de procurar principalmente a través de medidas 
de fomento rural y de empleo; la mayor equidad entre 
ingresos salariales y elevadas rentas de patrimonio se ha 
de procurar principalmente a través de la política fiscal; 

ii) equidad entre los distintos grupos de asalariados, para 
lograr lo cual podrían figurar entre los principales ob-
jetivos de las políticas de salarios, los siguientes: la ele-
vación de los salarios excepcionalmente bajos a fin de 
equipararlos o aproximarlos al nivel general para los tra-
bajos similares, la eliminación de las deformaciones de 
la estructura salarial que dan lugar a reclamaciones, la 
reducción de la disparidad entre los sueldos y los sa-
larios; 

d) el mantenimiento de ingresos y niveles de vida efectivos para 
los trabajadores, tomando en cuenta el costo de vida y sus 
fluctuaciones, mediante la negociación colectiva o por otros 
medios de fijación de salarios, y 

e) el logro de una equivalencia de los salarios mínimos, para fi-
nes de integración del mercado común. 

4. Recuerda que los gobiernos pueden servirse de los siguientes 
instrumentos para establecer y aplicar la política de salarios: 
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a) la fijación de los salarios mínimos que garantice una remu-
neración mínima adecuada para todos los trabajadores, es-
tablecida en consulta y con la participación de los empleado-
res y de los trabajadores, y revisada periódicamente para 
adaptarla al nivel del desarrollo económico y a los aumentos 
del costo de la vida; 

b) la influencia que los gobiernos mismos pueden ejercer en su 
papel de empleadores, en las empresas y servicios del sector 
público, fijando ejemplos al proporcionar a sus trabajadores 
remuneración adecuada y niveles de vida dignos; 

e) su papel de mediadores y árbitros en la negociación colectiva 
entre los empleadores o sus organizaciones, por una parte, y 
las organizaciones de trabajadores, por la otra, de acuerdo 
con las prácticas nacionales; 

d) la orientación en materia de clasificación y escalonamiento 
de puestos y ocupaciones, en base a una evaluación de tareas 
efectuada con metodología homogénea, y 

e) la promoción de métodos de pago de salarios que ofrezcan 
incentivos adecuados para la productividad y la adquisición 
de calificaciones. 

5. Invita al Consejo de Administración de la Oficina Internacio-
nal del Trabajo a que solicite del Director General que prevea la rea-
lización de nuevos estudios que puedan servir a los países de la re-
gión americana a aclarar las cuestiones de política de salarios, espe-
cialmente en dominios tales como: 

a) Las relaciones entre los salarios, el empleo y el desarrollo en 
algunos países de la región; 

b) los instrumentos disponibles de la política de salarios; 

c) la fijación de salarios mínimos en la región; 

d) la influencia que las decisiones del gobierno respecto a los 
salarios en el sector público ejercen en el nivel y la estruc-
tura de los salarios de todo el país, y, consiguientemente, en 
la evolución y el progreso de la economía nacional, y 

e) los métodos de pago de los salarios en la región, comprendi-
dos los salarios por rendimiento y la participación en los be-
neficios. 
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Resolución sobre las condiciones de trabajo y de vida 

La novena Conferencia de los Estados de América Miembros de 
la Organización Internacional del Trabajo, reunida en Caracas del 
13 al 23 de abril de 1970, 

Considerando que en algunos países americanos subsiste la nece-
sidad de ofrecer protección más amplia a los trabajadores, especial-
mente a las categorías de trabajadores más pobres y numerosas; 

Considerando asimismo que en aquellos países el desarrollo has-
ta ahora inadecuado de la administración del trabajo, y particular-
mente de los servicios de inspección del trabajo, constituye el obs-
táculo principal a la correcta aplicación de la legislación existente; 

Considerando que es imperativo adoptar medidas destinadas a 
incrementar la eficaz aplicación de la legislación laboral, teniendo de-
bidamente en cuenta las normas internacionales del trabajo, y a re-
forzar las instituciones encargadas de aplicar dicha legislación; 

Considerando que las organizaciones de empleadores y de traba-
jadores deberían tener participación en la vigilancia de la labor de 
los servicios de inspección del trabajo; 

Reconociendo que en algunos casos y en ciertos países se pro-
porcionan a los trabajadores, en el ámbito de la empresa y en el 
de las organizaciones de trabajadores, diversos servicios sociales que 
contribuyen en gran medida a mejorar sus condiciones de trabajo y 
de vida; 

Considerando, no obstante, que solamente un número relativamen-
te reducido de trabajadores se beneficia de tales servicios: 

1. Exhorta a los países americanos a elaborar y aplicar una po-
lítica realista de mejoramiento de las condiciones de trabajo y de vi-
da que debería: 

a) asegurar la protección social de todos los trabajadores sin 
distinción, en particular las categorías que puedan requerir 
protección especial, tales como los trabajadores, los emplea-
dos domésticos, los trabajadores migrantes y trabajadores 
rurales, los trabajadores desempleados e incapacitados, así 
como de las poblaciones indígenas; 

b) corresponder a las necesidades reales y a las posibilidades 
prácticas de satisfacerlas, y 
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c) contribuir al desarrollo económico y social, estimulando el 
aumento del empleo y de la productividad, protegiendo la sa 
lud y el bienestar de los trabajadores y asegurando a éstos 
una participación equitativa de los beneficios resultantes de 
los aumentos de la productividad. 

2. Subraya la necesidad de que se proceda, como primera etapa 
hacia la elaboración de tal política, un examen profundo de las con-
diciones de trabajo y de vida de los trabajadores y de la legislación 
existente, con vistas a determinar: 

a) el grado de aplicación efectiva de la legislación; 

b) las medidas que hay que adoptar para hacer más eficaz la 
aplicación de tal legislación, y 

c) las medidas que hay que adoptar para facilitar la coordina-
ción regional de las legislaciones nacionales, especialmente en 
el marco de los acuerdos regionales o subregionales de inte-
gración económica, con referencia especial a las medidas ten-
dientes a adaptar la situación de los trabajadores migrantes 
a las condiciones nacionales. 

3. Subraya la necesidad de que dicha política sea aplicada: 

a) mediante una legislación simple y clara o, según los casos, 
mediante contratos colectivos, y 

b) por instituciones eficaces que cuenten con personal adecua-
do, en particular servicios de inspección del trabajo creados 
y organizados de conformidad con lo que establece el Conve-
nio sobre la inspección del trabajo, 1947 (Núm. 81), con la 
participación de las organizaciones de empleadores y de tra-
bajadores, en la vigilancia de la labor de tales instituciones. 

4. Exhorta a los países de la región a que, dentro del marco ge-
neral de los servicios sociales, promuevan programas nacionales de 
desarrollo de servicios sociales de empresas o de grupos de empre-
sas, teniendo en cuenta la diversidad de condiciones entre diferentes 
sectores de actividad económica; tales programas deberían com-
prender: 

a) la evaluación de las necesidades prioritarias de todos los tra-

bajadores; 

b) la indicación de los servicios sociales de empresas o de gru- 
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pos de empresas necesarios para atender esas necesidades 
prioritarias y la evaluación de su costo y de su calidad; 

e) la creación de instituciones y servicios necesarios para llevar 
a cabo esos programas; 

d) la coordinación de los servicios proporcionados por los em-
pleadores con programas gubernamentales comparables, in-
cluidos los de la seguridad social, y 

e) el financiamiento y los instrumentos jurídicos necesarios pa-
ra llevar a cabo el programa. 

5. Invita al Consejo de Administración de la Oficina Interna-
cional del Trabajo a pedir al Director General que: 

a) disponga la elaboración de estudios sobre las condiciones 
reales de trabajo y de vida de los trabajadores y el desarro-
llo de los niveles de los salarios reales en los distintos paí-
ses americanos —teniendo en cuenta la resolución sobre las 
condiciones mínimas de vida y su adaptación al nivel del 
crecimiento económico, adoptada por la Conferencia Interna-
cional del Trabajo en su 48a. reunión, 1964— y que publique 
tales estudios a intervalos regulares, y 

b) proponga que en el orden del día de una futura reunión de 
la Comisión Consultiva Interamericana se incluyan los pun- 
tos siguientes: 

i) examen de los progresos alcanzados en materia de me-
joramiento de las condiciones de trabajo y de vida en la 
región, y 

incidencia de la política de las empresas multinaciona- 
les en las condiciones de trabajo y de vida en los res-
pectivos países donde actúan. 
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